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Intervención sobre multa de 88 millones de pesos al Partido  Verde

La Comisión de Fiscalización trae ante este Consejo General un Proyecto de Resolución para sancionar una trama de operaciones financieras que iniciaron en el año 2009, que involucran al Partido Verde Ecologista de México y que devinieron en transgresiones a la Ley, en tanto se acredita el uso de dinero de origen desconocido, para adquirir bienes a nombre del partido político, el contrato y el pago a una empresa que no fue informado a la autoridad electoral, la erogación de recursos del Partido Verde Ecologista de México para escriturar un bien inmueble a favor de un particular, así como la existencia de cuentas por cobrar a favor del Partido nunca recuperadas.

Todo ello, además, detrás de una persistente conducta del partido político y de particulares para colocar un velo frente a la tarea fiscalizadora de la autoridad.

Vamos a los hechos. En el año 2011, cuando el entonces Instituto Federal Electoral realizó la revisión ordinaria del Informe Anual de Ingresos y Gastos del Partido Verde Ecologista de México en 2010, se encontraron pagos por 72 mil 960 pesos a un Notario.

Al requerírsele al partido político que diera soporte a ese gasto, el Partido Verde Ecologista de México respondió diciendo que cancelaba los pagos y enviaba el monto involucrado a una cuenta por cobrar.

Sin embargo, la autoridad electoral, persistió en sus pesquisas y requirió la información al Notario. De ahí se conoció que, a través de escritura, el Partido Verde Ecologista de México otorgó un mandato sin representación al ciudadano Marco de la Mora Torreblanca para obtener el pago o garantizar el adeudo derivado de la póliza número 1 millón 1178 expedido por la afianzadora Sofimex.

En otra de las escrituras, aparece el reconocimiento de un adeudo del grupo Textil Joad que se originó por incumplir una obligación contractual con el Partido Verde.

Del análisis de la póliza expedida por Sofimex, la autoridad electoral supo de la existencia de un de un contrato de compra-venta de 763 mil 599 playeras signado el 10 de marzo de 2009 entre el Grupo Textil Joad y el Partido Verde Ecologista de México por 12 millones 908 mil pesos.

Al revisar el Informe de 2009 esta autoridad fiscalizadora comprobó que el partido político jamás dio cuenta del contrato.

De la información que se requirió a la Afianzadora, se conoció que el Partido Verde Ecologista de México le declaró a Sofimex en reiteradas ocasiones, haber pagado un monto de 11.2 millones de pesos al Grupo Textil Joad en efectivo en marzo de 2009.

En el expediente hay 3 documentos que prueban por escrito, que el Partido Verde Ecologista de México afirmó haber celebrado el contrato en 2009 y que pagó en efectivo. Una de las constancias es, incluso, una declaración ante Ministerio Público.

También obra en el expediente copia de un documento firmado por Joad, reconociendo haber recibido tal suma monetaria, pero esa operación es entrega de dinero en efectivo no fue informada a la autoridad electoral en la rendición de cuentas a que está obligado el partido político, más aún de los análisis de estados de cuenta de varios años consecutivos, no se acredita de dónde provinieron los 11 millones de los que el Partido Verde Ecologista de México dispuso en efectivo.

No hay manera, ya en las constancias del expediente, de desaparecer ese contrato de esfumar los 11 millones de pesos que llegaron al partido político sin ser declarados y luego pagados a Joad
El dinero que la dirigencia del Partido Verde Ecologista de México declaró ante la Afianzadora y el Ministerio Público haber pagado no dejó rastro en su contabilidad oficial ni como ingreso ni como egreso, todo fue opaco, por tanto, todo fue ilegal.

La reconstrucción de hechos que siguió esta autoridad permite comprobar que para enero del año 2010 ante el Notario que otorgó las escrituras que activaron esta investigación Grupo Textil Joad reconoció el adeudo y procedió a la dación en pago de un inmueble ubicado en Iztapalapa. Ese bien raíz fue escriturado en diciembre del año 2010 a nombre de un particular y en el año 2013 se asentó en el Registro Público de la Propiedad, nunca con el Partido Verde Ecologista de México como propietario.

A los ojos de la autoridad electoral esto último también vulnera la norma, se trata de una cuenta por cobrar que nunca recuperó el partido político, pagó por algo que no recibió y que acabó como patrimonio de una persona física.

Ahora bien, a lo largo de la investigación el partido político quiso hacer ver a esta autoridad que no había nada irregular, que el contrato sí se notificó, que el pago se hizo a través del Sistema Financiero y que recibió las playeras, pero para probar ello refiere a un contrato previo que sí fue informado a la autoridad, pero que corresponde al año 2008, no a 2009. En efecto, cuando el Instituto hizo la fiscalización, comprobó que en el año 2008 hubo otro contrato con el Grupo Textil Joad por 13.4 millones de pesos que se pagaron en 5 cheques de septiembre y diciembre del año 2008 y que recibió las camisetas en 4 entregas con fechas entre enero y abril del año 2009.

Hasta ahí nada fuera de la norma, nada incorrecto, se trata de un contrato cumplido y saldado donde no hubo intermediario ni notario ni fianza, pero ese no es el contrato que se investiga, sino aquel muy similar, posterior que no fue informado a la autoridad, que implicó pago en efectivo, que activó el intento de cobrar a una afianzadora un incumplimiento en la entrega de camisetas, que pasó por la dación en pago de un inmueble y que generó la escrituración de dicho bien raíz a un particular.

En realidad estamos ante 2 Contratos: Uno legal, firmado en 2008 y finiquitado en 2009 y otro que se ocultó y se desplegó en la oscuridad entre los años 2009 y 2010.

La pretensión de engañar a la autoridad acredita el dolo, la Comisión de Fiscalización propone sancionar con 150 por ciento el pago de escrituras, con 200 por ciento, como es usual, los 11.2 millones por aportaciones de origen desconocido; con 150 por ciento el monto del contrato no informado a la autoridad; con 100 por ciento la omisión de recuperar la cuenta por cobrar.

A cada una de estas infracciones corresponde además un 100 por ciento adicional por dolo.

La sanción propuesta por esta trama ilegal de uso de recursos por el Partido Verde Ecologista de México, es de 88 millones 547 mil 641 pesos.

Como se ve, las pesquisas del Instituto Nacional Electoral son sólidas, no responden a coyuntura alguna, en este caso vienen de lejos, de años; la Unidad Técnica de Fiscalización subió el Proyecto a consideración de la Comisión de Fiscalización en octubre de 2015, fue devuelto en noviembre para ampliar diligencias y apenas se concluyeron éstas, se presentó de nuevo y fue votado para traerlo a la consideración de este Consejo General.

La autoridad fiscalizadora no responde a tiempos políticos, el tiempo para fiscalizar y sancionar es siempre, no hay días inhábiles ni períodos de gracia para observar la Ley.

La obligación de usar los recursos con irrestricta transparencia y probidad es de todos los días.

Quiero subrayar que en esta indagatoria no hubo denuncia o queja de algún actor político adversario al Partido Verde Ecologista de México, fue el trabajo minucioso y riguroso del Instituto Federal Electoral y ahora el Instituto Nacional Electoral como autoridad fiscalizadora lo que nos da hallazgos firmes.

Esa es una divisa permanente en este Instituto como fiscalizador, hay tolerancia cero para la violación de la norma; el dinero en la competencia electoral no puede tener origen desconocido ni destinos incorrectos para beneficiar ilegítimamente a ninguna fuerza política, sea del color que sea.

Tampoco, los particulares pueden usar el Sistema de Partidos para hacer negocios ilegales, no habrá tolerancia de esta autoridad.

